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			Introducción


			 

			 

			 

			 

			La presente investigación aborda las transformaciones estructurales del sector rural en Colombia entre 1980 y 2004. Este periodo ha estado marcado por un continuo de reformas que, si bien han hecho énfasis en lo económico, también permearon casi todos los aspectos del orden social y político del país. Paradójicamente y pese a su enorme impacto económico y social para Colombia en los últimos quince años, tales reformas no han sido objeto de interés para los investigadores y analistas de la política pública y el desarrollo económico, habiéndose centrado la discusión más bien en elementos relativos a la naturaleza y cambios en la razón de Estado, temas de confrontación armada, evidencias sobre severidad de pobreza y competitividad etc., sin que estos estudios en general se detengan en la evaluación cuantitativa y cualitativa de los cambios operados en variables tales como la concentración de la tierra, uso de los suelos, empleo y producción en las áreas rurales colombianas.

			Un objetivo central de presente trabajo es profundizar en los lineamientos teóricos que permiten entregar los soportes para la comprensión profunda del vínculo entre las reformas estructurales y la evolución reciente del desarrollo rural en Colombia. El pilar teórico de la investigación se orienta en el contexto de la nueva teoría de la regulación económica, dada su riqueza conceptual y posibilidades instrumentales que nos permiten entender las dinámicas y problemáticas más recientes de la economía rural colombiana; caminos estos que con frecuencia los estudiosos del tema no han asumido. 

			Este documento recoge en una segunda sección los antecedentes, los cuales se desglosan en una mirada a los trabajos más relevantes en torno a la ­contribución de los ingresos al desarrollo rural en Colombia, donde se involucran no solo los elementos teóricos, sino importantes propuestas metodológicas, con sus respectivas restricciones, que los diferentes autores han definido como base analítica; estos sin duda, se constituyen en herramientas orientadoras a la propuesta de abordaje que esta investigación ha definido.

			Un tercer asunto recoge los trabajos sobre la propiedad de la tierra en Colombia, temática central en la presente investigación, retomando particularmente los enfoques más recientes, identificando las variables que constituyen, en los estudios actuales, los ejes explicativos de las transformaciones que el territorio colombiano ha venido sufriendo atados a las formas de tenencia de la tierra. En este escenario, a pesar de algunas restricciones de información, se ha contado con la base más reciente de Catastro Nacional. En el interés de revisar otros antecedentes, se ubican preocupaciones por el impacto de las políticas sectoriales en el desarrollo rural. Se cierra la sección de antecedentes con la visión en torno a la violencia y la evolución del sector; se intenta en este ámbito particularizar el proceso de violencia, encontrando la necesidad de relacionar este fenómeno con el comportamiento de la concentración de la propiedad rural, el narcotráfico, los cultivos ilícitos y el empleo en los últimos quince años.

			La sección referida al análisis de la producción agropecuaria que evidenció el país en el periodo de estudio, a partir de los respectivos soportes informacionales y de los contextos, logra desentrañar la causalidad de dichos comportamientos, identificando así un contexto global en el que se desarrolla inevitablemente la producción agrícola, no solamente de Colombia, sino del resto de países latinoamericanos: una agricultura mundial donde las empresas que dominan los diferentes sectores de producción son pocas y muy concentradas. Por otro lado, variables como la propiedad y la concentración de la tierra, junto con los problemas de violencia, narcotráfico y desplazamiento, vienen incidiendo en las fuertes transformaciones de la producción agrícola y, en particular, de la producción alimentaria del país, con las consabidas implicaciones en el orden social. Adicionalmente, el presente trabajo convoca a un análisis que debe continuar en torno de los cambios locales, regionales asociados al clima, pero que tienen sus profundas raíces en la forma como las sociedades han venido apropiando los territorios, transformando las coberturas a la vez que generan desequilibrios e impactos, en algunos casos irreversibles; estos nuevos escenarios vienen afectando los niveles de producción, poniendo en riesgo algunas tipologías de cultivo que no pueden adaptarse a las nuevas condiciones ambientales.

			Posteriormente, se aborda el tema del manejo de la información disponible, cuya fuente la constituyen la Encuesta Rural de Hogares, así como las valiosas estadísticas de fuente primaria de Catastro Nacional de 1985-2005, a las cuales fue posible acceder gracias al esfuerzo financiero de la Universidad de La Salle. Esta información se ha venido procesando con algún nivel de desagregación hasta el nivel municipal, de tal manera que nos ha permitido generar unas cartografías preliminares sobre los cambios operados en concentración y uso de la tierra en Colombia.

			En este contexto, un siguiente capítulo aborda el mercado laboral en su comportamiento en el sector rural, para el periodo objeto de estudio. Finaliza esta investigación con el análisis de la distribución del ingreso y la pobreza como grandes temas que logran expresar las dinámicas que se vienen desarrollando en el campo, asociadas a una multicausalidad como se podrá observar en el documento que se pone en consideración. Finalmente, el trabajo entrega las conclusiones y los anexos que recogen la información que permitirá continuar profundizando en el tema. A partir de este trabajo, se dejan para investigación futura las bases de datos catastrales procesadas y trabajadas; las bases del sistema de información georreferenciada (SIG) y las encuestas continuas de hogares también procesadas.

			Finalmente, agradecemos a las directivas de la Universidad de La Salle por los tiempos que nos cedió para este proceso investigativo, en particular al Hno. Carlos Gabriel Gómez Restrepo, rector de la Universidad, por su apoyo incondicional para que este proceso fuera posible, y al Hno. Manuel Cancelado Jiménez, vicerrector de Investigación y Transferencia, por su apoyo a la gestión del Grupo de Investigaciones de Economía Laboral. Igualmente, agradecemos la disposición de los recursos para la obtención de la información, sin la cual esto no hubiera sido posible. A los colegas con quienes tuvimos una permanente discusión sobre el tema y a los académicos y otros interesados en el tema que enriquecieron muchas de nuestras reflexiones. 
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			En el contexto de las teorías económicas recientes, la nueva economía de la regulación se ocupa del problema de agencia que surge a causa de una estructura asimétrica entre el principal y el agente,{1} en la que el principal es el Estado o institución reguladora (la parte no informada) que posee los derechos de propiedad de un activo o la función administrativa más relevante y el agente, quien administra la propiedad de los activos, es la firma regulada o parte informada sobre los detalles de sus cometidos específicos y, desde luego, sobre sus propias actuaciones, cualificaciones y preferencias. En este sentido, la información se distribuye de forma asimétrica entre los dos. El principal maximiza el bienestar social con incentivos restringidos (Laffont, 1999, p. 651) que resultan de la ventaja informativa y el comportamiento estratégico del agente.{2} En este marco, el problema de la regulación está relacionado con la información incompleta (Laffont, 1994),{3} los costos de transacción y los problemas de poder implícitos en la economía política.

			El presente acápite abordará a continuación dichos componentes que se han visto enriquecidos por las importantes contribuciones que en esta perspectiva viene realizando el institucionalismo-neoinstitucionalismo, las cuales constituyen un soporte teórico para una comprensión integral de las transformaciones de nuestras áreas rurales desde la implementación de las reformas estructurales de finales de los años ochenta del siglo pasado.

			En esta línea se encuentran aportes como el de Goldberg (1974, pp. 427-443), quien considera que la regulación no se justifica porque existan condiciones como las de monopolio natural, sino por la necesidad de administrar una relación contractual. En su modelo de regulación, el regulador es un principal que administra un contrato de largo plazo en procura de los intereses colectivos de los grupos sociales, y a partir de él examina el papel que desempeña la decisión en el contrato regulador, las fronteras entre contratos privados y contratos sociales, los problemas del principal para instrumentar y administrar el contrato en condiciones de incertidumbre y la relación entre el comportamiento del principal y sus implicaciones. De esta manera, Goldberg ofrece nuevos argumentos fundamentales para la institución de la regulación donde la competencia no existe o no puede sobrevivir, argumentos que cuestionan los supuestos tradicionales y simplificadores de la microeconomía.

			En esta tendencia, deben incluirse también los trabajos de Williamson (1999), Brousseau y Fares (2001), en particular los modelos que caracterizan la regulación como un patrón de relaciones agente-regulador definidos por un contrato. Su análisis es igualmente compatible con la perspectiva de la regulación como relación conductual de largo plazo que estructura los resultados; pero quizás su contribución más relevante sea haber desglosado y analizado la estructura conceptual del contrato de regulación. También ha enfatizado el papel crítico de las relaciones contractuales complejas en el intercambio económico y ha señalado la parcialidad de los economistas al suponer que tal intercambio tiene lugar en la forma de las transacciones descritas.

			Igualmente, merecen señalarse aquellos trabajos que asignan a la regulación la función de solucionar dilemas de acción colectiva, es decir, de resolver problemas de grupos para que los comportamientos individuales lleven a resultados beneficiosos para todos sus miembros, posición que fue presentada por Olson (1992, pp. 203-220) en una forma más elaborada en su obra La lógica de acción colectiva. En este sentido, la acción colectiva postulada por Olson sugiere que los individuos —racionales y maximizadores— no se organizan espontáneamente para alcanzar sus intereses individuales o de grupo; por el contrario, requieren de la coerción o de incentivos poderosos, posición que ya preveía la importancia de la presencia del Estado. En toda acción colectiva existen costos que se originan en los fallos del mercado y en los costes de transacción, que tendrán que ser pagados por alguien en la sociedad. Como señala Ayala (2000, p. 366) esto presenta dos dificultades, a saber: 1.a la socialización de los costos que ­inevitablemente generará conflictos distributivos y 2.a los costos sociales y los costos de transacción que no siempre son internalizarlos por quienes los generan. Estas dificultades obligan al Estado a imponer coercitivamente mecanismos dirigidos con el objeto de obligar a los agentes a distribuir los costos.

			En este contexto, las razones fundamentales de la acción colectiva pueden aplicarse a otros tipos de regulación; así, las futuras partes reguladas u otros clientes de la regulación buscan la creación de estructuras regulatorias como agentes que administren acuerdos colectivos que estén en capacidad de resolver sus dilemas de acción colectiva.

			 

			La regulación y la información

			Las contribuciones de la teoría económica al tema de la información nos vinculan con elementos explicativos de la racionalidad y de las pautas de comportamiento de los agentes en sus diferentes interrelaciones recíprocas y, a la vez, con el Estado en cuanto ente económico y regulatorio que es. 

			La relevancia de la información en la economía ha sido abordada por distintos tratadistas. Así Smith (1982) subrayó que los resultados económicos de la producción dependen de las reglas sociales y políticas que gobiernan la actividad económica y a la sociedad en general. Pero bien puede señalarse que en la formulación pionera de Smith, se encuentra implícitamente una profunda preocupación por identificar los orígenes de las motivaciones contractuales y de la economía de la información, cuando afirma: “El hombre reclama en la mayor parte de las circunstancias la ayuda de sus semejantes y en vano puede esperarla solo de su benevolencia. La conseguirá con mayor seguridad interesando en su favor el egoísmo de los otros y haciéndoles ver que es ventajoso para ellos hacer lo que les pide… dadme lo que necesito y tendrás lo que deseas, es el sentido de cualquier clase de oferta” (Smith, 1982).

			Otros autores como Amartya Sen contribuyen a la teoría económica de la información desde lo que se denomina una evaluación consecuencialista de libertades y derechos, en contraposición a la denominada perspectiva utilitarista, argumentando que toda evaluación social debe hacerse en términos del bienestar como único valor de referencia. Por otro lado, resulta relevante la aproximación de Sen a la importancia que tiene la información respecto de los principios morales, los cuales demandan un tipo de información para su uso y excluyen el uso directo de otros tipos de información. Los principios morales imponen restricciones informacionales al exigir que no se permita que ciertos tipos de información incidan en los juicios morales que hagamos (León, 2001, p. 3).

			Por otra parte, la regulación ha sido tratada en varios modelos en la perspectiva de disminuir los costos de obtención de la información; en particular, de aquella que alimenta la acción del principal como en los siguientes casos:

			•Cuando los distribuidores de la ganancia llevan a conclusiones erróneas a los consumidores acerca de las soluciones disponibles, tales como las acciones privadas al resultar más costosas que la misma regulación.

			•Cuando los consumidores no pueden evaluar la información disponible.

			Sin embargo, estas aproximaciones se han realizado sin el conocimiento específico y riguroso de los mercados de información. La nueva economía de la regulación entrega otros caminos que permiten abordarla a través de la economía de la información, la teoría de los costes de transacción y la economía institucional, marcos que se asumen en los siguientes acápites y en los cuales esperamos encontrar la fundamentación teórica para una comprensión más integral de los procesos que ha vivido el campo colombiano en los últimos quince años, objeto de estudio de la presente investigación. 

			Según Laffont y Tirole (1993, pp. 1-13) existen tres tipos de restricciones que condicionan la regulación: la restricción informacional,{4} la transaccional y la político-administrativa. El primer tipo nos enfrenta a las fallas del mercado que se presentan cuando una de las partes no posee toda la información acerca de las acciones o de las características de la otra parte. En general, se consideran tres clases de problemas de información incompleta{5} (León, 2006):

			•Los que se refieren al riesgo moral, cuando una de las partes de una transacción puede realizar ciertas acciones que afectan la valoración de la ­transacción que hace la otra parte, pero que el regulador no puede observar ni controlar perfectamente. 

			•Los de selección adversa o de acción oculta que impiden llegar a asignaciones Pareto eficientes. Estos son una consecuencia directa del hecho de que los agentes económicos tratan de aprovechar las diferencias de información para obtener beneficios. 

			•Finalmente, las que resultan de la existencia de mercados incompletos.{6} No existen mercados ni contratos que cubran todos los riesgos inherentes a los intercambios presentes y futuros. La incertidumbre multiplica el número de bienes y servicios que se intercambian, tanto desde la perspectiva del productor como del consumidor; para que existan mercados completos se necesita mucha más información que la requerida en mercados sin incertidumbre y, aún más importante, que la disponible en situaciones normales de mercado.{7} En consecuencia, los mercados no pueden clasificar todos los riesgos de acuerdo con las diferentes valoraciones de cada agente. Como no es posible anticipar el futuro, los mercados son necesariamente incompletos{8} y, en consecuencia, habrá asignaciones ineficientes.

			Los problemas de información asimétrica, derivados de la intervención del Estado pueden ser, por una parte, los que se originan en las decisiones del Estado y de otros agentes de la economía y, por otra, aquellos que se generan en las decisiones de la elite dirigente. Estos dos problemas implican para el Estado costos de fiscalización y evaluación de decisiones.

			 

			Restricciones transaccionales

			Se considera que los agentes que participan en una transacción siempre incurren en una serie de costos. Las investigaciones recientes indican que los costos de contratación tienen profundas implicaciones en la asignación de recursos y en la estructura de la organización económica. La tardía incorporación de los costos de transacción a la teoría económica obedece a que, hasta hace muy poco, la mayoría de las teorías y los modelos suponían una información completa, mientras que los costos de transacción aparecen cuando esta no es completa y hay que obtenerla. Cuando la información no es gratuita,{9} las actividades relacionadas con el intercambio de derechos de propiedad entre los individuos tienen costos, y a estos se los denomina costos de transacción.

			Así, el regulador puede enfrentar un problema de externalidades estipulando los métodos de producción que se pueden o no utilizar, o que ofrezcan alternativas para mitigar un daño u optimizar el uso de los recursos. Sin embargo, esta regulación directa no necesariamente arroja resultados mejores que los que se obtendrían dejando la solución del problema al mercado o a la firma. Tampoco existen razones para que, en ocasiones, esa regulación no conduzca a una mayor eficiencia económica; en consecuencia, las soluciones tienen costos y no hay razón para suponer que la regulación del gobierno se justifica simplemente porque el mercado o la firma no resuelven adecuadamente el problema (Coase, 1960, pp. 1-44).

			 

			
			Restricciones administrativas y políticas

			Los reguladores se enfrentan a normativas y legislaciones que pueden limitar sus acciones. Además, como señala Laffont (2002, p. 4) existen dificultades para monitorear las diferentes actividades que desempeña una empresa las cuales interactúan con otros sectores económicos. Regular, por ejemplo, las telecomunicaciones hasta hace un tiempo, solo se refería a la prestación del servicio de líneas telefónicas, pero con los avances tecnológicos, dicha tarea se torna muy difícil debido a que la comisión reguladora no tiene los mecanismos para entrar en espacios y temas específicos como el software, etc.

			En segundo lugar, los reguladores no pueden utilizar cada instrumento que desean; así, si tomamos como ejemplo el caso de la Superintendencia de Servicios Públicos (en Colombia), tal entidad puede penalizar a las firmas que se desvíen de sus normativas, pero no puede ofrecer préstamos o hacer descuentos de tipo fiscal para motivar el desempeño óptimo de las proveedoras de servicios. 

			Una tercera restricción que enfrentan los reguladores se refiere a los contratos regulatorios extendidos más allá de algún horizonte de tiempo, que pueden convertirlos en ilegales. Por otro lado, siempre se debe dar incentivos a los ­distintos agentes que existen en el mercado para que participen de las compras del gobierno, en esto un solo proveedor no puede ejercer sus funciones durante un tiempo muy prolongado.

			Una cuarta restricción que condiciona la regulación son los requerimientos procedimentales, representados por procedimientos y mecanismos al alcance del regulador para obtener información fundamental para la definición de las políticas. 

			En consecuencia, la teoría actual intenta incorporar en sus modelos este tipo de problemas, ignorados durante muchos años por los economistas. Visto así, el abordaje de estas restricciones que enfrentan los reguladores entregan elementos teóricos valiosos para la comprensión de los efectos que se derivan de las reformas estructurales de los años ochenta y noventa en el desarrollo rural colombiano.

			 

			Otros aportes desde el enfoque institucional

			El estudio de la teoría de la regulación se ha visto impulsado en las últimas décadas por el traspaso al sector privado de funciones que antes cumplía el Estado, con el fin de mejorar la eficiencia en el uso de los recursos. Así, las contribuciones de los neoinstitucionalistas consideran que las instituciones son las reglas del juego formales (reglas políticas y judiciales, reglas económicas y contratos) e informales (costumbres, códigos de conducta y pautas culturales de comportamiento), las cuales se conciben básicamente como restricciones al comportamiento; esto es, las instituciones configuran incentivos y oportunidades y delimitan conjuntos de elección (North, 1993, 1997). 

			Las organizaciones (políticas y económicas) también proporcionan una estructura a la interacción humana, si bien se han creado como respuesta a las oportunidades que dejan abiertas el conjunto de limitaciones existentes que conforman el marco institucional. North contempla a las organizaciones y a sus empresarios como los agentes básicos del cambio institucional, a su vez, la fuente básica del cambio son algunas de las modificaciones que se producen en los precios relativos, los cuales son al mismo tiempo causa y consecuencia de las actuaciones de los agentes.

			Por otro lado, los teóricos asignan cada vez mayor importancia al papel de las instituciones en la regulación de las industrias donde hay monopolio natural{10} y, por analogía, es un instrumento idóneo para el análisis de la estructura de tenencia de la tierra en Colombia, donde las condiciones históricas han creado nichos de monopolios terratenientes, por el convencimiento de que la definición clara de los costos de transacción (los cuales surgen del intercambio de los derechos de propiedad) y de los derechos de propiedad, determinan el desempeño en esas actividades económicas, aunque no dejan de lado la explicación neoclásica de la existencia de monopolios naturales por fallas del mercado. La estructura de derechos de propiedad existente en una sociedad influye en los costes de transacción y, por lo tanto, en la eficiencia de los intercambios. En último término, puede afirmarse que dicha estructura condiciona la asignación de recursos, la composición del producto y la distribución de la renta, la riqueza y el poder.

			En este contexto, el cambio producido en América Latina en general y en Colombia, en particular, desde finales de la década de los ochenta, ha sido el resultado de una redefinición de las reglas del juego que de alguna manera se impone a los diferentes agentes económicos; dichas reformas suelen denominarse reformas estructurales.{11} Tales cambios, como señala Kay (2005, p. 6), han tenido grandes consecuencias en la agricultura, en su rápido deterioro y en las condiciones de vida de las poblaciones asociadas a ella, reflejadas en la desigual distribución de la tierra y la pobreza rural. En consecuencia, los cambios institucionales generados por los procesos de apertura dieron lugar a una nueva dinámica macroeconómica y a nuevas formas de regulación de la economía; la liberalización y eliminación de dichas barreras llevó a contraponer a los conductores de la política económica con los opositores políticos de la apertura.
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			A pesar de la disminución de la preocupación por el sector rural colombiano, es innegable la abundante producción de investigaciones y artículos que dan cuenta del interés no solo por conocer la evolución reciente del sector, sino por acercarse a la causalidad de la misma. En consecuencia, esta sección trae a colación aquellos trabajos que hemos considerado más relevantes como marco de referencia de los antecedentes de los estudios agrarios de fines del siglo XX y comienzos del XXI.

			 

			La propiedad de la tierra

			Con relación a los cambios en la estructura de la propiedad de la tierra durante y después de las reformas neoliberales, la información es aún más escasa. En realidad, de la literatura revisada hasta ahora parece desprenderse una conclusión: no existen estudios que analicen los efectos distributivos de la política comercial en cuanto a la tierra y los activos rurales. Sin embargo, es de anotar que sí existen estimaciones respecto a la desigualdad en la distribución de la tierra. Recientemente, Offstein (2005) realizó un estudio para el Banco Mundial en donde calcula la desigualdad en la distribución de la propiedad rural en Colombia a partir del coeficiente de Gini para la tierra y el valor del avalúo catastral de los predios, encontrando valores, para el 2002, de 85,08 para el primero y de 80,99 para el segundo. Con base en los resultados de un modelo econométrico, el autor concluye que aquellos municipios donde la concentración de la propiedad de la tierra es mayor se caracterizan por haber alcanzado mayores avances en materia de necesidades básicas insatisfechas, menor pobreza y menor violencia.

			En esta misma dirección, Castaño (1998), en busca de una mejor medida de la distribución de la riqueza rural y de los impactos de la desigualdad de la riqueza en Colombia, incorporó consideraciones de calidad y rentabilidad en la medición de la desigualdad en la distribución de la tierra, para lo cual realizó la estimación de la relación entre la desigualdad en la tenencia de la tierra y el crecimiento económico a escala departamental.{12} En segundo lugar, se aproximó a verificar estadísticamente la hipótesis de la relación entre la violencia departamental y la concentración de la propiedad rural, para lo cual aplicó pruebas estadísticas con los delitos contra la propiedad y la vida por cada cien mil habitantes; utilizó información de la Policía Nacional para los delitos contra la propiedad y contra la vida cometidos a escala departamental para los periodos 1983-1987 y 1994-1998 y con datos de población para los mismos periodos. Entre las conclusiones más relevantes, se señala que no existe evidencia de una relación entre el nivel de delitos contra la propiedad y la concentración de la tierra, medida de acuerdo a su valor económico (Castaño, 1998, p. 30). En tercer lugar, Castaño llega a sugerir que los niveles de concentración de la propiedad no conllevan disminuciones en el crecimiento de la producción agrícola, mientras que le asigna a la política sectorial la responsabilidad de compensar las desventajas productivas de las grandes propiedades; en esta misma línea, concluye que los niveles de deterioro de la producción agropecuaria nacional para el periodo 1994-1998 pueden estar explicados por diferentes variables, como la movilidad de los precios internacionales, la revaluación, los altos costos del transporte y la violencia en las áreas rurales.

			
			Tal y como se deriva de la revisión bibliográfica y documental, Machado (2000) le ha dedicado varios años de su investigación al sector agropecuario. El trabajo de este autor en torno de los problemas de la propiedad de la tierra identifica claramente los problemas que se requiere solucione la reforma agraria, a saber:

			•La tierra continúa siendo un factor especulativo acumulador y apropiador de rentas institucionales, en lugar de considerarse un bien de producción o inversión. Sin embargo, esta característica no puede generalizarse para todo el territorio colombiano.

			•Existe una rápida y alta concentración de la propiedad, la cual debe identificarse a nivel regional; se presenta tanto en áreas de menor potencial productivo, como en aquellas que representan un mayor potencial para la explotación agrícola.

			•La tierra se utiliza ineficientemente; sin embargo, esta es una característica que ha tipificado durante mucho tiempo el manejo de nuestra propia geografía. Así, áreas que por sus condiciones podrían disponerse para la producción agrícola tienen un uso ganadero, contribuyendo así a lo que algunos autores denominan conflictos por el uso del suelo. Esta afirmación es corroborada en el trabajo de Fajardo (2002), que se soportó en los estudios del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), la Encuesta Nacional Agropecuaria del Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE) y la espacialización de esta información, llegando a señalar que, en conjunto, el 45 % de los suelos del país se destina a usos inadecuados. Estos aspectos resultan de gran interés para la presente investigación, por cuanto pueden representar algunos vínculos con las reformas estructurales de finales de los años ochenta.

			•Los índices de pobreza rural son altos y superiores a los que se presentan en las áreas urbanas, preocupación que debe involucrarse en cualquier apuesta de reforma del campo.

			•La violencia y el conflicto acompañan la irrupción de los cultivos ilícitos en las zonas de colonización, junto con procesos intensivo de desplazamiento forzado de la población rural.

			•Los recursos naturales se deterioran y agotan a ritmos acelerados, sin que esto permita su posible reposición.

			•La institucionalidad rural es incompleta, ineficiente y caótica en su capacidad de atender las demandas diversificadas de sus regiones y localidades. Esta realidad quizás permita redimensionar y comprender la relevancia del abordaje de lo institucional que propone la presente investigación.

			En esta mirada que hace Machado, vuelve a plantear su preocupación por el régimen de tenencia de la tierra y la necesidad de las reformas institucionales, con una visión mucho más integral no solo frente a lo sectorial, sino a nuevos contextos en que, visualiza, debe ser tratado lo rural, lo cual sintetiza claramente así:

			Ello sugiere que una reforma rural hoy tiene que ser parte de un proceso de cambio y transformación más profunda de la sociedad y de sus instituciones, no puede quedarse en los alambrados de la ruralidad. No se debe volver a cometer el error histórico de reformar lo rural y solo la tenencia de la tierra, sin hacer reformas por fuera de lo rural. Una reforma rural es viable políticamente, gana sostenibilidad y se consolida precisamente si hace parte de un proceso más amplio de reformas (Machado, 2000, p. 91).

			En esta misma dirección, Forero (2002, p. 12) concluye enfáticamente en la necesidad de tener una perspectiva de regulación del uso y del acceso al territorio para entender los problemas de la economía rural y enfrentar sus soluciones, por lo cual sugiere tener en cuenta:

			•El acceso a la tierra, como elemento previo para la consolidación de la economía rural, está limitado territorialmente por el impacto del latifundio.

			•La población rural ve reducido su espacio por el monopolio del poder local y regional ya sea de grupos armados o por los políticos tradicionales.

			•Finalmente conduce su propuesta a resaltar la importancia de la gestión de los recursos naturales en los ecosistemas circundantes, el ordenamiento del uso del territorio y su planificación, elementos estos que consideramos vitales para ser formulados en una política sectorial. 

			 

			Las políticas agrarias y el desarrollo rural

			Desde la perspectiva del análisis de las políticas agrícolas, la reciente compilación de ensayos realizada por Machado (2005) constituye una revisión rigurosa y cuidadosa de los antecedentes en temas que son relevantes en la problemática agraria y rural colombiana. Sin embargo, el análisis de los modelos, las políticas sectoriales y los agentes participantes no incluye el impacto de dichas políticas enel desempeño sectorial; de igual manera, no se incorporan consideraciones sobre la evolución de la economía cafetera. En este contexto, el mismo autor deja planteada la necesidad de realizar trabajos posteriores dirigidos a evaluar la eficiencia de las políticas, incorporando las opiniones de los beneficiarios. 

			Por su parte, Jaramillo (2002) realiza un análisis de las reformas en la política agropecuaria colombiana desde comienzos de los noventa y estudia, de manera particular, la crisis agropecuaria de 1992, señalando como sus causas más ­­
citadas: 1.a, la caída de los precios internacionales; 2.a, el fenómeno de El Niño,{13} situación que ocasionó, por una parte, incremento de problemas fitosanitarios, la reducción de los rendimientos agrícolas y pecuarios y el aumento coyuntural de los precios de los alimentos para el consumidor final y, por otra parte, la pérdida de cobertura vegetal y erosión en las áreas áridas, principalmente en los departamentos de Guajira y Boyacá (CAF, 2000) y 3.a, la liberalización del comercio y 4.a, la apreciación de la tasa de cambio. 

			En este mismo contexto, Jaramillo (2002) describe las políticas adoptadas por el gobierno luego de la crisis y evalúa su impacto sobre la liberalización comercial. Para probar si las reformas de la apertura tuvieron algún impacto en el grado de integración de los mercados agrícolas, calculó un modelo sin restricciones para todos los productos, tomando 1991 como el año del cambio estructural; los re­sultados sugieren que la mayor parte de los productos agropecuarios transables en Colombia no han mostrado un alto nivel de integración con los mercados mundiales. Al igual que el trabajo de Machado (2005), este no proporciona un análisis detallado de la política cafetera colombiana, a pesar de la importancia de esta dentro del producto interno bruto (PIB) total agrario. De otro lado, el autor es consciente del vacío que se observa frente al tratamiento marginal de los cultivos ilícitos, en una coyuntura donde estos pueden tener profundas implicaciones para el resto de la producción agrícola. Sin embargo, ello se debe fundamentalmente a la dificultad en obtener la información especialmente cuantitativa.

			 

			Agricultura y violencia

			Finalmente, entre la importante contribución de los estudios sobre economía rural realizada por Jesús Antonio Bejarano,{14} el trabajo de compilación Colombia: inseguridad, violencia y desempeño económico en las áreas rurales (1997), constituye, por un lado, una importante aproximación a lo que posteriormente Alejandro Reyes denominaría “la geografía de la violencia”. Además de explorar el mapa de inseguridad rural, aporta una información cuantitativa sobre los efectos de la violencia en el sistema económico colombiano y, en especial, sus implicaciones sobre las actividades productivas agropecuarias; este trabajo abre el camino a una buena producción de trabajos e investigaciones de carácter nacional y regional dirigidas a indagar sobre la violencia y el agro en Colombia, algunos de los cuales se incluyen en este acápite.

			En consecuencia, resulta relevante referirnos a las contribuciones que realiza Alejandro Reyes en sus trabajos recientes en torno a las relaciones que establece entre violencia y tenencia de la tierra en Colombia, para lo cual acude al análisis espacial-territorial y regional,{15} llegando a concluir que “la negación de los derechos de la población rural y los desequilibrios en la distribución de tierras y uso de los recursos naturales, principalmente la tierra, han originado históricamente los conflictos sociales en el campo” y que “la falta de articulación y resolución de esos conflictos ha contribuido decididamente para que se haya extendido la confrontación armada en la mayor parte del territorio nacional”. La guerra, a su vez, ha impedido a los adversarios de los conflictos armados tramitarlos por los medios de la democracia (Rubio, 2004, p. 47); sin duda un nuevo contexto de evolución de la agricultura colombiana llevó rápidamente a nuevos puntos de referencia del problema agrario y del desarrollo del sector rural colombiano: “… la expansión de los focos guerrilleros, la creación de grupos paramilitares, el subsidio a la colonización dado por los cultivos ilícitos y la destrucción de las economías campesinas de la periferia, llevada a cabo por la lucha contra el narcotráfico, cambiaron los términos del problema agrario. Desapareció la movilización campesina en torno de un conflicto explícito y claramente articulado a la tierra” (Fandiño, 2004, p. 2). No sin dejar claro que los narcotraficantes vieron en la inversión en tierras una posibilidad de acumulación, pero no para la producción, sino para la recreación y para la ganadería. 

			Al respecto, Echandía (1999, p. 13) llama la atención sobre el papel desempeñado por el narcotráfico y su impacto en el sector agropecuario, tal y como lo ratifican los estudios del Departamento Nacional de Planeación (DNP) para 1990: por una parte, la utilización de la violencia ha acelerado un proceso denominado por algunos como de contrarreforma agraria, que obliga al campesino a abandonar o vender sus tierras, ocasionando un efecto negativo en la economía campesina; por otro lado, ha inducido un rápido proceso modernizador, debido a la incorporación de nuevas tecnologías que determinan la transformación del latifundio tradicional en verdaderas empresas que demandan maquinaria y trabajadores calificados para el manejo de tecnologías modernas. Esta situación induce un rápido incremento de los costos totales y en particular, los asociados a la mano de obra calificada, el alquiler de la maquinaria y, por supuesto, los precios de la tierra.{16}
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				Resulta importante una primera referencia al contexto latinoamericano, puesto que el análisis de la propiedad y tenencia de la tierra en Colombia se enmarca en las tendencias regionales. Tal como lo señala el informe del Banco Mundial (1994), América Latina ha presentado siempre altos niveles de concen­tración de la riqueza al tiempo que su proceso de desarrollo económico se ha caracterizado por grandes desigualdades. Los niveles de pobreza rural se han reducido lentamente en algunos países; en otros se mantienen, mientras que en unos pocos se han profundizado; las políticas gubernamentales han tenido un sesgo hacia las grandes propiedades. Esta situación ha generado, en varios países latinoamericanos, conflictos por la tierra, los cuales, en algunos casos, han derivado en violencia, como es el caso de Guatemala, El Salvador, Perú, Cuba, México, Brasil y Colombia. 

			Según Binswanger, Deininger y Feder (1993), cuando la distribución de la tie­rra es desigual, los terratenientes tienen una alta influencia sobre las políticas sectoriales y el Estado en general; obtienen créditos e insumos subsidiados, acompañados en algunos casos con políticas de protección comercial, situación que facilita el mantenimiento de la estructura de propiedad.

			Los antecedentes permiten afirmar que la evolución del sector rural en Colombia evidencia un problema estructural en la tenencia y el uso de la tierra agrícola que quizás abarque un periodo mucho más amplio, hasta la Colonia o mejor, hasta la acumulación originaria. De cualquier forma, tenemos ante nosotros un sector heterogéneo, que se ha desarrollado en un contexto donde la violencia y los problemas de propiedad de la tierra se causan entre sí, a la vez que generan nuevas dinámicas sociales sobre las cuales se articulan nuevas formas de organización.

			La apropiación de tierras en el campo colombiano fue fragmentaria por la falta de unidad entre el movimiento de independencia y el periodo inmediatamente posterior. Para finales del siglo XIX, el país se encontraba sumido en pequeñas guerras que se sucedían una tras otra, lo que dificultaba aún más el proceso de formación de las redes institucionales que pusieran orden en la distribución del acceso a la tierra agrícola. Así, no es hasta 1930 que una verdadera preocupación por los temas agrarios impulsa el primer intento de una reforma agraria. Para entonces la incertidumbre sobre el panorama cafetero que salía de la bonanza de 1920 se encontró con la depresión mundial, para truncar la reforma que en ese contexto quizá solo hubiese exacerbado la incertidumbre en el campo y los intereses encontrados en la esfera estatal. El malestar rural subsistió y ya exhibía varias características que bien enuncia Berry (2001):

			•Las ambigüedades en la definición jurídica sobre la distribución legal de la tierra.

			•Una pobre capacidad administrativa real del Estado como actor de primera importancia, a la hora de verificar y legitimar los procesos de tenencia. En última instancia el gobierno nacional nunca sentó una posición clara al respecto, dejando cierto campo de acción a los gobiernos locales para favorecer sistemáticamente a los grandes propietarios. 

			•La propiedad y el uso de la tierra es un problema estructural que viene enmarcado en el problema del control de los factores de producción agrícola, fruto de lo cual se crearon tensiones internas entre los diferentes propietarios de los factores. 

			En estas condiciones reforzadas por los nuevos conflictos que generó la producción cafetera en los periodos siguientes, se llega a un nuevo esfuerzo por efectuar una reforma agraria en los años sesenta del siglo XX. Durante esta década se escindió mucho más la brecha entre la agricultura comercial y tradicional, en gran medida por los incentivos estatales a la utilización de insumos más modernos y al carácter proteccionista de sus políticas (Berry, 2001). Aún así, dada la caracterización previa, no era de extrañar que mientras la agricultura comercial ocupaba al 18 % de la población rural, la tradicional lo hacía al 70 % en el periodo 1950-1980. Se instituyó un dualismo que debilitó aún más la estructura agraria: el cultivo mecanizado remplazaba la ganadería extensiva o bien, generaba éxodos campesinos ya fuera por el cambio en la tecnología o por la ampliación de su frontera agrícola a través de la violencia.

			En este contexto y tal como se señaló en el primer capítulo, y en el interés de la economía institucional por la teoría de los derechos de propiedad, los ­beneficios asociados a la eficiencia en el uso de los recursos productivos y por los incentivos para mejorar la productividad de los recursos a lo largo del tiempo, a continuación se caracterizan los conflictos por la tierra en Colombia, la presencia de los diferentes actores sociales involucrados y su nexo con los reacomodamientos de la propiedad en el periodo 1980-2004.

			 

			Enfoques en los estudios de la propiedad de la tierra en Colombia

			Dos fuertes tendencias marcan los estudios de la propiedad de la tierra en el contexto del desarrollo rural colombiano, a saber:

			Los redistribucionistas

			Considerados como aquellos que propugnan por la redistribución de la tierra y la reasignación de los recursos productivos, considerando que la búsqueda de la equidad y la construcción de sociedades democráticas son fundamentales para el crecimiento y el desarrollo; en este marco y son los académicos quienes estudian no solo la vía de la desde la reforma estructural, sino hacia la reforma rural. A los viejos planteamientos o teorías sobre la cuestión agraria, agregan el estudio de otras variables explicativas como el deterioro de los recursos naturales, el desplazamiento y el conflicto armado.

			Como afirma Fajardo (2002), “al iniciarse el nuevo milenio, Colombia se encuentra sumida en un vasto conflicto que hunde sus raíces en viejos problemas no resueltos; uno de los más relevantes posiblemente tiene que ver con las relaciones económicas, políticas y sociales derivadas de la gran concentración de la propiedad de la tierra”.

			Al describir el periodo de los años ochenta hasta entrado el siglo XXI, Machado (2002) ya advertía similares comportamientos: el avance de la gran propiedad, el deterioro de la mediana propiedad y la continua fragmentación de la pequeña, tres fenómenos acompañados de violencia, desplazamiento de pobladores rurales y masacres continuas en las que las fuerzas paraestatales han ido conformando a sangre y fuego dominios territoriales, en un proceso de acumulación de rentas institucionales, al estilo de una acumulación originaria (Machado, 2002). Estas tendencias parecen verificarse igualmente en nuestra investigación.

			Si bien es cierto que Fajardo (1997, 2002), apropiando el concepto mismo de latifundio planteado por Antonio García reafirma que la microfundización del territorio tiene que ver con la existencia de una estructura latifundista, vista así la tierra no ha perdido su importancia como factor productivo, mientras que su acceso genera poder económico y, por supuesto, político. Así, el territorio cobra mucha fuerza en este enfoque.

			Entre tanto y en esta misma dirección, Mondragón (2002) afirma que la vio­lencia ha conducido a la relatifundización, resultado de fenómenos económicos y políticos, como la expansión de grupos paramilitares, la economía del narcotráfico y la reducción del área sembrada por efectos de la apertura económica, tendencia que es preciso analizar en capítulos posteriores.

			Para Machado (2002), Colombia ha fracasado en los intentos por realizar una reforma agraria redistributiva; estas reformas agrarias no fueron el resultado de un cambio global en la sociedad y operaron dentro de un modelo de desarrollo que ha privilegiado la agricultura comercial sobre las economías campesinas. Ya reiteradamente ha señalado entonces que se debe transitar de una reforma redistributiva a una que se visualice desde el desarrollo rural. 

			Luego de recoger los planteamientos centrales de quienes han liderado este enfoque, paralelamente surgen algunas propuestas. Así, José Antonio Ocampo (2001) sugiere que un verdadero programa de desarrollo rural campesino debe por lo menos incluir:

			•Una reforma integral en términos de desarrollo rural, que conduzca al desenvolvimiento productivo, soportado en una buena provisión de infraestructura y una prioridad a proyectos productivos diseñados como acuerdos sectoriales de competitividad, preferiblemente ubicados dentro de la frontera productiva.

			•La definición de áreas de reserva campesina y de un impuesto al patrimonio que permita ayudar a financiar la reforma.

			Para Fajardo (2002), la reforma rural se debe inducir a través de la reorganización de los sistemas productivos y del fortalecimiento de los mercados, de tal suerte que se garantice la seguridad alimentaria.

			Los institucionalistas

			Se trata de un segundo grupo que, partiendo de una visión crítica respecto al enfoque anterior, le asigna un papel central al Estado como garante en la asignación de recursos, para dar paso a una tendencia reciente que propugna por el fortalecimiento de los derechos de propiedad, el aumento del poder del mer­cado y la profundización del conocimiento como herramienta de generación de valor agregado. Dicha tendencia viene ganando terreno, por lo cual en una sección posterior se hará referencia a ella.

			Este enfoque comparte los postulados del Consenso de Washington (cfr. Williamson, 1993), por lo cual su pensamiento se orienta por la lógica del mercado; bajo esta tendencia pierden importancia las políticas sectoriales y los actores sociales, la discusión y el análisis del problema agrario propios de la visión estructural y marxista tiende a desaparecer; en consecuencia, la resolución de los conflictos de orden sectorial no constituyen su interés. Los debates sobre reforma agraria y el mercado de tierras han sido más propiciados por el interés del Banco Mundial, dada la relevancia que le asigna al acceso a la propiedad a través del mercado en vez de redistribuirla con participación del Estado (Machado y Salgado, 2006).

			Es preciso señalar que en este ámbito se puede identificar un grupo de estudiosos del tema que consideran que a partir de algunos ajustes al sistema pueden alcanzarse los mayores niveles de productividad a la vez que se reduce la pobreza rural; en este sentido, confían en las reformas institucionales, con una participación central del Estado. Se enriquece este enfoque con otros aportes y visiones, entre los cuales se pueden mencionar, por un lado, el neoinstitucionalismo que permite articular viejas y nuevas concepciones del desarrollo rural, recupera el análisis histórico y se soporta en un nuevo marco analítico, de modo que el énfasis se desplaza entonces al cambio institucional y a su relación con el desempeño del sector. Se recuerdan aquí los trabajos que en esta línea ya había iniciado Bejarano (1976, 1997). 

			El surgimiento de este enfoque implicó que las discusiones sobre la reforma agraria en Colombia fueran girando hacia la visón neoclásica, fácilmente evaluables en las leyes que en ese momento se formularon e implementaron, las cuales reflejan el cambio de racionalidad económica sobre las que se construyeron. En este contexto, la apertura económica como resultado de la dinámica de la acumulación, significó la liberalización indiscriminada en busca de la competitividad basada en la eficiencia y en los mayores niveles de productividad.

			De gran importancia resultan los más recientes trabajos que señalan que dadas las características que presenta el agro colombiano, se requiere de una mirada holística del desarrollo rural, como único mecanismo para comprender la compleja transformación que presenta el campo.

			 

			Uso de la tierra en Colombia

			Uno de los factores de obligada revisión a la hora de trabajar el mercado de tierras es el componente de aptitud y uso de la tierra, temática que nos ocupa en la presente sección. Tal como lo señala la información del IGAC y de Malagón (2003), la superficie total del territorio colombiano es de 114,2 millones de hectáreas (pero tan solo se encuentra registrado en la base catastral nacional el 77 % del área nacional);{17} sin embargo, el tamaño de la oferta según aptitud no siempre es compatible con las tierras que se transan en el mercado.

			Se plantea entonces la diferencia entre aptitud y uso: del total nacional 18,3 millones de hectáreas tienen una aptitud para la explotación agrícola, pero tan solo se utilizan 3,8 millones de hectáreas. Cerca de 15,3 millones de hectáreas son aptas para la ganadería; pero se utilizan cerca de 40 millones de hectáreas para dicha actividad. Se dispone de 78,3 millones de hectáreas para bosques, reservas forestales o bosques de reforestación, pero solamente 55 millones de hectáreas son destinadas para este fin. Los 2,3 millones de hectáreas restantes son suelos marginales. 

			Este panorama señala que el uso actual de la tierra en Colombia no es compatible con sus características, lo cual desemboca en lo que usualmente se denomina conflicto por uso del suelo, aspecto que incide no solo en el mercado de la tierra, sino en las tendencias de la concentración de la propiedad, en la misma estructura productiva y en el deterioro ambiental. Dentro de las incongruencias del uso se observa que cerca del 32,7 % de las tierras se sobreutiliza, el 29,7 % se subutiliza y tan solo el 37,6 % se utiliza correctamente; esto referido al 51,2 % de las tierras que corresponden al porcentaje que ha sido objeto de la intervención humana.{18} 

			Tabla 1. Valor de la tierra en Colombia, según avalúo 2003
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Fuente: IGAC (2003). Información catastral consolidada. Subdirección Nacional de Catastro. 
Departamento Administrativo de Catastro Distrital. 
Departamento Administrativo de Planeación de Antioquia. Secretaría de Hacienda y Catastro de Cali. 

			Otros aspectos referidos al uso, según Malagón (2003){19} son:

			•De las tierras intervenidas{20} las adecuadamente manejadas representan el 37,7 % y las inadecuadas el 59,3 % (por sobreutilización el 32,7 % y ­subutilizadas el 26,6 %). Los conflictos de tipo legal por usos prohibidos en áreas protegidas se aproximan al 8,6 % del área en parques nacionales naturales.

			•La sobreutilización de las tierras se refleja en la degradación de los recursos naturales, cuya expresión más evidente es la erosión. Otros impactos están representados en la disminución de la cantidad y la calidad de los recursos hídricos, pérdida o disminución de la productividad de las tierras (para la agricultura) y de su biodiversidad; aumento de las amenazas por inundación y colmatación de embalses.

			•Del análisis de la subutilización severa y moderada concluye que en gran proporción este conflicto se asocia con tierras de vocación agrícola, en especial para cultivos transitorios intensivos y semiintensivos, que están en la actualidad utilizadas en actividades pecuarias de carácter extensivo y, por último, en tierras de vocación agrícola utilizadas en actividades agropecuarias intensas.

			•En el país, del total de tierras sobreutilizadas en grado severo y moderado más del 60 % se asocia con la presencia de actividades agropecuarias en tierras recomendadas para usos forestales de protección, protección-producción y para la conservación y recuperación integral de los recursos hídricos.

			•La subutilización de las tierras está referida a las extensiones de estas, que no se utilizan en el grado de intensidad que su vocación determina.

			 

			Estructura de la tenencia de la tierra en Colombia 1980-2004

			Antes de analizar el comportamiento de la información catastral, resulta pertinente tener en cuenta las principales leyes agrarias que los diferentes gobiernos entre 1973 y 1994 implementaron, y que pueden tener incidencia en la propiedad y el mercado de tierras en Colombia, para el periodo objeto de la presente investigación (ver tabla 2). 

			Al realizar el balance de estas leyes, se observa que, en general, el impacto de la implementación de estos programas en la redistribución de la propiedad rural en Colombia ha sido relativamente marginal, por cuanto no han logrado inducir una estructura más equitativa de distribución. Sin embargo, estamos de acuerdo con Balcázar et ál. (2001) en que quizás su mayor contribución se pueda precisar en la titulación y normalización de derechos de propiedad sobre tierras de colonización, baldíos y delimitación de reservas y resguardos indígenas.

			Tabla 2. Leyes agrarias en Colombia 1973-1994

			
				
					
							
							 

						
							
							1973

						
							
							1988

						
							
							1994

						
					

					
							
							Objetivo

						
							
							Ley 4 de 1973. Definir unos mínimos de productividad para evaluar la explotación de los predios, especialmente los inexplorados económicamente.

						
							
							La Ley 30 tenía como fin lograr una acción más coordinada entre instituciones gubernamentales. 

							Elevar el nivel de vida de la población campesina.

							Proveer de recursos al Incora, con el objeto de alcanzar y garantizar el desarrollo completo de programas de reforma agraria.

						
							
							La Ley 160 de 2994 buscó introducir el concepto de propiedad a través del mercado de tierras, mediante subsidio para compra directa por parte de los campesinos.

							Énfasis institucional.

						
					

					
							
							Normativa

						
							
							1. La Ley 4 (Pacto de Chicoral) estableció la renta presuntiva en el agro con el objeto de hacer producir las tierras de uso inadecuado.

							2. Establecimiento del Fondo de Bienestar Ve­redal, el cual implemen­taría obras para beneficio del campesino.

						
							
							1. Se creó la Ley 35 de 1982. Ley de amnistía.

							2. Decreto Reglamentario 3287 de 1987.

							3. Ley 30 de 1988.

						
							
							La Ley crea el Sistema Na­cional de Reforma Agra­ria y Desarrollo Rural Campesino como mecanismo de planeación, coordinación, ejecución y evaluación.

							Creó el Consejo Nacional de Reforma Agraria y De­sa­rrollo Rural Campe­sino como órgano consultivo del gobierno.

						
					

					
							
							Efectos

						
							
							1. No funcionó el Fondo de Bienestar Veredal.

						
							
							1. El Incora fue encargado de la dotación de tierras y provisión de otros servicios a las personas indultadas.

							2. Por ello, participa en el PNR, ampliando y reforzando los programas de adquisición y dotación de tierras, obras de infraestructura y programas productivos. Ingresaron 139.412 ha al Fon­do Nacional Agrario.

							3. Fortalecimiento del Fon­do Nacional Agrario, con recursos de impuestos a las importaciones y emisión de bonos de deuda pública.

						
							
							1. Se establecen zonas de reserva campesina para ordenar la propiedad rural y eliminar su concentración.

							2. Entre 1995 y 1999 las tie­rras que ingresan al Fon­do Nacional Agrario dis­minuyeron a 286.939 ha.

							3. La inversión cayó. El crédito para adquisición de tierras no funcionó.

						
					

				
			

			

			

Nota: Como producto del trabajo conjunto de revisión se deriva la tabla, que es elaboración propia.

			Fuente: Gómez (1993) y Balcázar et ál. (2001). 

			Puesto que otro de los objetivos de la reforma agraria es promover una mayor eficiencia en los patrones de uso del suelo, de tal suerte que se fomente la intensificación de la producción agropecuaria, tampoco es claro que mediante este mecanismo se hayan alcanzado sus objetivos. Lo que se puede afirmar es que las normativas han cambiado su enfoque a lo largo del tiempo, así, en los años sesenta se enfocaron en definir los derechos de propiedad, con el objeto de facilitar el mercado de tierras y, posteriormente, buscaban corregir la ineficiencia de las entidades responsables de la redistribución, aunque ambos problemas persisten todavía. Hoy la tendencia se dirige a promover el capital humano que posibilite lograr el bienestar de los campesinos, en un ambiente institucional que garantice el acceso a la tierra y los recursos productivos, no necesariamente por la vía de la propiedad (Balcázar et ál., 2001).

			 

			Evolución reciente de la propiedad de la tierra en Colombia

			Abordar la compleja trama de la tenencia y propiedad de la tierra en Colombia conduce a la utilización de metodologías e información que pretenden hallar la causalidad de dicho comportamiento. Con esta consideración se acopió la in­for­mación de la base catastral del país, la cual corresponde a los consolidados nacio­nales de 31 departamentos con cobertura para los años 1988, 1992, 1993, 1996, 1998, 2000, 2002, 2004 y 2005. Estas estadísticas se presentan a escala municipal e incorporan las siguientes variables: municipio, vigencia, predios, propietarios, área y avalúo. Dicha información está tanto para el área rural como para la urbana y sin duda constituye un gran valor para este trabajo de investigación. Esta base de datos fue suministrada por la dependencia de catastro del Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC). Posteriormente, se tuvo la información catas­tral del 2003 para Antioquia, Bogotá y Cali, información que no existe en la División de Catastro Nacional.

			Una vez se sistematizó la información catastral para evaluar el ­comportamiento de la propiedad rural en Colombia, se procedió a espacializarla, con el objeto de realizar el análisis mucho más integral al confrontarlo con el análisis espacial para el periodo 1983-2003, lo cual permite acopiar resultados más puntuales a partir de estos instrumentos metodológicos. 

			La tabla 3 sintetiza la información predial rural de carácter nacional por de­partamentos, incluye la información de los resguardos y a partir de esta se puede inducir el análisis por regiones.

			Tabla 3. Catastro rural por departamentos

			
				
					
							
							Año

						
							
							1984

						
							
							1997

						
					

					
							
							Departamento

						
							
							Predios

						
							
							hectáreas

						
							
							Predios

						
							
							hectáreas

						
							
							Resguardos

						
							
							ha sin resg.

						
					

					
							
							Atlántico

						
							
							11.219

						
							
							296.104

						
							
							15.007

						
							
							289.310,8

						
							
							 

						
							
							2.89.310,8

						
					

					
							
							Bolívar

						
							
							38.082

						
							
							1.728.978

						
							
							49.284

						
							
							2.222.507,9

						
							
							 

						
							
							2.222.508

						
					

					
							
							Cesar

						
							
							23.054

						
							
							2.023.125

						
							
							32.144

						
							
							2.590.225,4

						
							
							229.915

						
							
							2.360.310

						
					

					
							
							Córdoba

						
							
							62.942

						
							
							2.104.368

						
							
							90.453

						
							
							2.200.807,1

						
							
							222.764

						
							
							1.978.043

						
					

					
							
							Guajira

						
							
							5801

						
							
							485876

						
							
							10.430

						
							
							2.411.686,4

						
							
							1.080.336

						
							
							1.331.350

						
					

					
							
							Magdalena

						
							
							29.429

						
							
							2.082.355

						
							
							41.970

						
							
							2.264.823,7

						
							
							384.256

						
							
							1.880.568

						
					

					
							
							Sucre

						
							
							30.702

						
							
							1.178.816

						
							
							39.622

						
							
							1.029.796,0

						
							
							1.917.271

						
							
							1.029.796

						
					

					
							
							San Andrés

						
							
							6411

						
							
							4360

						
							
							8390

						
							
							4257,1

						
							
							 

						
							
							4257

						
					

					
							
							Antioquia

						
							
							293.186

						
							
							5.681.847

						
							
							348.891

						
							
							7.453.700,0

						
							
							255.335

						
							
							7.198.365

						
					

					
							
							Caldas

						
							
							65.788

						
							
							755.419

						
							
							78.722

						
							
							721.247,5

						
							
							24.804

						
							
							696.444

						
					

					
							
							Cauca

						
							
							139.651

						
							
							1.461.330

						
							
							172.726

						
							
							1.868.525,3

						
							
							505.067

						
							
							1.363.458

						
					

					
							
							Chocó

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							4985

						
							
							1.085.790,8

						
							
							1.084.014

						
							
							1777

						
					

					
							
							Nariño

						
							
							204.097

						
							
							1.138.591

						
							
							237.546

						
							
							1.255.785,0

						
							
							262.113

						
							
							993.672

						
					

					
							
							Quindío

						
							
							14.141

						
							
							163.196

						
							
							15.896

						
							
							183.758,1

						
							
							 

						
							
							183.758

						
					

					
							
							Risaralda

						
							
							32.476

						
							
							325.184

						
							
							39.245

						
							
							373.613,8

						
							
							25.366

						
							
							348.248

						
					

					
							
							Valle

						
							
							81.354

						
							
							1.312.741

						
							
							113.173

						
							
							1.653.270,2

						
							
							33.790

						
							
							1.619.480

						
					

					
							
							Boyacá

						
							
							429.740

						
							
							2.018.126

						
							
							479.933

						
							
							2.151.867,9

						
							
							69.155

						
							
							2.082.713

						
					

					
							
							Santander

						
							
							152.965

						
							
							2.663.314

						
							
							183.135

						
							
							2.854.293,1

						
							
							 

						
							
							2.854.293

						
					

					
							
							Cundinamarca

						
							
							307.098

						
							
							2.112.332

						
							
							393.889

						
							
							2.228.222,2

						
							
							505

						
							
							2.227.717

						
					

					
							
							N. de Santander

						
							
							55.164

						
							
							2.082.663

						
							
							74.250

						
							
							2.298.360,9

						
							
							122.200

						
							
							2.176.161

						
					

					
							
							Tolima

						
							
							98.597

						
							
							2.033.185

						
							
							139.929

						
							
							2.081.402,5

						
							
							9574

						
							
							2.071.829

						
					

					
							
							Huila

						
							
							60.425

						
							
							1.434.650

						
							
							93.452

						
							
							1.695.786,8

						
							
							2.077

						
							
							1.693.710

						
					

					
							
							Casanare

						
							
							14.667

						
							
							1.513.697

						
							
							19.062

						
							
							2.411.155,1

						
							
							145.882

						
							
							2.265.273

						
					

					
							
							Arauca

						
							
							2444

						
							
							222.814

						
							
							10.802

						
							
							1.428.020,4

						
							
							60.707

						
							
							1.367.313

						
					

					
							
							Caquetá

						
							
							19.204

						
							
							1.467.093

						
							
							38.837

						
							
							8.979.615,8

						
							
							649.038

						
							
							8.330.578

						
					

					
							
							Meta

						
							
							25.706

						
							
							4.886.955

						
							
							40.722

						
							
							5.490.489,2

						
							
							194.550

						
							
							5.295.939

						
					

					
							
							Putumayo

						
							
							14.383

						
							
							291.972

						
							
							22.689

						
							
							1.005.493,0

						
							
							94.673

						
							
							910.820

						
					

					
							
							Guaviare

						
							
							17

						
							
							1576

						
							
							1495

						
							
							162.321,7

						
							
							787.578

						
							
							 

						
					

					
							
							Vichada

						
							
							3

						
							
							12.571

						
							
							622

						
							
							1.007.218,7

						
							
							2.628.393

						
							
							 

						
					

					
							
							Amazonas

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							93

						
							
							8.543.060,4

						
							
							8.431.082

						
							
							 

						
					

					
							
							Guainía

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							34

						
							
							6.754.700,9

						
							
							6.990.530

						
							
							 

						
					

					
							
							Vaupés

						
							
							 

						
							
							 

						
							
							1

						
							
							3.354.097,0

						
							
							3.618.897

						
							
							 

						
					

					
							
							Total

						
							
							2.218.746

						
							
							41.483.238

						
							
							2.797.429

						
							
							80.055.212

						
							
							27.912.601

						
							
							54.777.692

						
					

				
			

			

			

Nota:  La correspondiente para el 2003 fue tomada de catastro de Antioquia. 
La información de los resguardos fue tomada de DNP. Incora.

			Fuente: IGAC. Base de datos catastral Nacional. 1980-2003. La información de Antioquia se tomó de CEGA. 

			Tal como lo indica la tabla 4, para el periodo en estudio, durante los años ochenta, se refleja una concentración de gran número de propietarios (62 %) en unidades de menos de cinco hectáreas, particularmente en la región andina (como se observa en los mapas 1 a 3), donde tienen presencia las economías campesinas y de subsistencia. Llama la atención el monto de la participación, por cuanto expresa la posible presión que se puede estar realizando sobre dichos suelos y sobre sus recursos naturales, lo cual puede incidir en el acelerado deterio­ro de las características agroecológicas de dichas regiones, con sus consabidos impactos en la disminución de sus niveles de productividad y producción, que final­mente terminan por afectar los ingresos de los campesinos y su calidad de vida. 

			Tabla 4. Evolución de la propiedad rural en Colombia

			
				
					
							
							Año

						
							
							1984

						
							
							1997

						
							
							2002

						
					

					
							
							 

						
							
							Hectáreas

						
							
							%

						
							
							Propietarios

						
							
							%

						
							
							Hectáreas

						
							
							%

						
							
							Propietarios

						
							
							%

						
							
							Hectáreas

						
							
							%

						
							
							Propietarios

						
							
							%

						
					

					
							
							Menores de 5

						
							
							1147,1

						
							
							5,2

						
							
							987,9

						
							
							62,4

						
							
							1447,1

						
							
							5,8

						
							
							1391,9

						
							
							64,8

						
							
							2189,4

						
							
							4,2

						
							
							2333,0

						
							
							67,6

						
					

					
							
							Entre 5 y 20

						
							
							2558,5

						
							
							11,5

						
							
							336,8

						
							
							21,3

						
							
							3232,8

						
							
							12,9

						
							
							444,5

						
							
							20,7

						
							
							4480,2

						
							
							8,6

						
							
							651,3

						
							
							18,8

						
					

					
							
							Entre 20 y 50

						
							
							3193,1

						
							
							14,4

						
							
							136,0

						
							
							8,6

						
							
							3810,4

						
							
							15,2

						
							
							170,9

						
							
							7,9

						
							
							5623,1

						
							
							10,8

						
							
							254,3

						
							
							7,4

						
					

					
							
							Entre 50 y 200

						
							
							6430,3

						
							
							28,9

						
							
							96,6

						
							
							6,1

						
							
							6758,9

						
							
							27,1

						
							
							117,3

						
							
							5,5

						
							
							10360,4

						
							
							19,8

						
							
							170,2

						
							
							4,9

						
					

					
							
							Entre 200 y 500

						
							
							3714,3

						
							
							16,7

						
							
							19,0

						
							
							1,2

						
							
							3329,5

						
							
							13,3

						
							
							19,1

						
							
							0,9

						
							
							5289,2

						
							
							10,1

						
							
							30,8

						
							
							0,9

						
					

					
							
							Más de 500

						
							
							5189,7

						
							
							23,3

						
							
							6,7

						
							
							0,4

						
							
							6408,6

						
							
							25,7

						
							
							5,7

						
							
							0,2

						
							
							24254,1

						
							
							46,5

						
							
							13,9

						
							
							0,4

						
					

					
							
							Total

						
							
							22.233.0

						
							
							100

						
							
							1583,0

						
							
							100

						
							
							24.987,3

						
							
							100

						
							
							2149,4

						
							
							100

						
							
							52.196,4

						
							
							100

						
							
							3453,5

						
							
							100

						
					

				
			

			

			

Nota: Las unidades de ha están dadas en miles y los propietarios en miles. 
Fuente: Llorente (1985). Cálculos propios a partir de la base catastral del IGAC, 1980-2004. 

			Estos procesos en algunas regiones de la geografía nacional se corresponden con áreas de conflicto por uso del suelo. Por ejemplo, en la mayoría de las zonas ganaderas que fueron afectadas por la presencia guerrillera, se observó un acelerado proceso de compra de tierras por parte de los narcotraficantes que introdujeron seguridad a través de la creación de grupos armados (Bejarano, 1997). Igualmente, la sustitución de cultivos de economía campesina por cultivos de agricultura comercial se da en algunas áreas donde coinciden con procesos de compra reciente de tierras vía narcotráfico, mientras que otras se corresponden con zonas dedicadas a cultivos ilícitos como lo es la Sierra Nevada de Santa Marta y se denota en la tabla 4. Estos procesos serán ratificados a partir de la confrontación con la información cuantitativa de producción, de áreas de cultivo y otras variables explicativas de estas transformaciones, las cuales se presentarán en el siguiente capítulo.

			
				
					
							
							Mapa 1. Tenencia de tierras 1988
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							Mapa 2. Tenencia de tierras 1993
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							Mapa 3. Tenencia de tierras 2005
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			En consecuencia, los mayores impactos se evidencian a comienzos del presente siglo; representan legados de las transformaciones y procesos presentes durante mediados de la década de los noventa. Sin duda, los lineamientos macroeconómicos neoliberales reorientaron el desempeño sectorial, tornando la actividad agropecuaria poco atractiva, sobre todo las economías campesinas (cada vez más fragmentadas como se observa en el mapa 3). Pero las implicaciones derivadas de los conflictos por el uso de la tierra, la economía del narcotráfico y aun el mismo fenómeno climático El Niño, presente en 1997, indujeron profundos efectos sobre la propiedad de la tierra. A su vez, esta generó y continúa generando desplazamiento de la población que presiona sobre la frontera agrícola, avanzando sobre ecosistemas estratégicos y sobre los cascos urbanos inmediatos a su punto de origen o a ciudades principales; induce nuevas actividades productivas en las áreas rurales las cuales estaban orientadas a complementar ingresos de los núcleos familiares, fenómeno que rápidamente ha venido conduciendo a los procesos de la terciarización a una terciarización de segunda generación, que explica en gran medida las transformaciones de las dinámicas rurales y los profundos efectos en la calidad de vida de la población rural.

			 

			
				
					
							
							Gráfica 1. Participación de propietarios por rangos de tamaño
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Fuente: elaboración propia con base en información de IGAC (Catastro Nacional).
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